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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 648/2023-3

PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

SUBDIRECTORA DE LA SECCIÓN PRIMERA DE ESTADO MAYOR DE LA GUARDIA CIVIL ESTATAL DE SAN LUIS POTOSÍ Y OTRA.
MAGISTRADO:

LICENCIADO JORGE ALEJANDRO VERA NOYOLA.
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA LORENA RUIZ AGUILAR.
San Luis Potosí, S.L.P., diecisiete de enero de dos mil veinticinco.
V I S T O S para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso Administrativo 648/2023-3 promovido por **********contra actos de la Subdirectora de la Sección Primera de Estado Mayor de la Guardia Civil Estatal de San Luis Potosí, del Secretario de Seguridad y Protección Ciudadana del Estado de San Luis Potosí; del Director General de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí; del Oficial Mayor del Estado de San Luis Potosí y de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí; y

R E S U L T A N D O
I.- Con fecha  treinta y uno de mayo de  dos mil veintitrés, compareció  **********señalando como autoridad demandada a las siguientes autoridades; la Subdirectora de la Sección Primera de Estado Mayor de la Guardia Civil Estatal de San Luis Potosí, del Secretario de Seguridad y Protección Ciudadana del Estado de San Luis Potosí; del Director General de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí; del Oficial Mayor del Estado de San Luis Potosí;  por la nulidad del siguiente acto: 
“Reclamo de la primera autoridad, la orden de baja o cese de mi puesto como ********** que mantenía con la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del Estado de San Luis Potosí, y que verbalmente me determino el día **********,  y de la autoridad 5, reclamo la suspensión del pago de mis salarios y demás prestaciones que debí percibir por el ejercicio de mis funciones como **********, adscrito a la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana, desde el día dieciséis de febrero de dos mil veintitrés.”
III.- Por auto de fecha veintitrés de junio de dos mil veintitrés, se admitió a trámite la demanda y se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas para que contestaran dentro del término legal lo que a su interés conviniera.
IV.- Por proveído de fecha catorce de diciembre de dos mil veintitrés, se le tuvo a las autoridades demandadas por contestando la demanda instaurada en su contra, se ordenó correr traslado a la parte actora con copia de los escritos de contestación para que manifestara lo que a su derecho correspondía; admitiéndose las pruebas de las partes, y  se fijó fecha y hora para la audiencia final a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
V.- Con fecha seis de febrero de  dos mil veinticuatro, tuvo verificativo la Audiencia de Ley en este juicio, con la asistencia del diverso delegado de la autoridad demanda Subdirectora de la Sección Primera del Estado Mayor de la Guardia Civil Estatal de San Luis Potosí,  del  diverso delegado de la autoridad demanda Secretaria de Seguridad y Protección Ciudadana del Estado; el Secretario de Acuerdos dio cuenta con los escritos de demanda y contestación, e hizo relación de las constancias; en la etapa de pruebas, se tienen por desahogadas las pruebas documentales ofrecidas por las partes de acuerdo a su propia naturaleza, declarándose desierta la prueba testimonial ofrecida por el actor; y se hizo constar que no existen pruebas pendientes que desahogar; en etapa de alegatos; se dio cuenta de que no fueron formulados por  el actor; concluida la audiencia se citó para resolver en definitiva.
VI.- Por auto de fecha siete de febrero de dos mil veinticuatro,  visto el estado procesal que guardan los autos de los que se advierte que las autoridades demandadas al momento de producir su respectiva contestación de demanda en específico el realizado por la Subdirección de la Sección primera de Estado Mayor de la Guardia Civil Estatal de San Luis Potosí manifiesta el movimiento de personal mediante el oficio número **********, que acompaña a su contestación de demanda, el oficio número **********, mediante el cual manifiesta la autoridad la suspensión de funciones como policía perteneciente a la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del Estado de San Luis Potosí,  y del mismo modo la autoridad demandada acompaña en copia certificada el acta administrativa; se ordena regularizar el procedimiento para el solo efecto de que  se admite a trámite la ampliación de demanda, y se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas para que contestaran dentro del término legal lo que a su interés conviniera.
VII.- Por auto de fecha seis de marzo de dos mil veinticuatro, se tuvo  las autoridades demandada por contestando la ampliación de demanda y se ordenó correr traslado a la parte actora, se admitieron las pruebas de las partes.

IX. Por auto de fecha  tres de julio de dos mil veinticuatro, se fijó fecha y hora para la audiencia final a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
X.- Con fecha catorce de agosto de dos mil veinticuatro, tuvo verificativo la Audiencia de Ley en este juicio, con la inasistencia de representante alguno de la parte  actora, y con la asistencia del diverso delegado de la autoridad demanda Subdirectora de la Sección Primera del Estado Mayor de la Guardia Civil Estatal de San Luis Potosí, del  diverso delegado de la autoridad demanda Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del Estado; el Secretario de Acuerdos dio cuenta con los escritos de demanda y contestación, e hizo relación de las constancias; en la etapa de pruebas, se tienen por desahogadas las pruebas documentales ofrecidas por las partes de acuerdo a su propia naturaleza, declarándose desierta la prueba testimonial ofrecida por el actor; y se hizo constar que no existen pruebas pendientes que desahogar; en etapa de alegatos; se dio cuenta de que no fueron formulados por  el actor, únicamente por el delegado de la autoridad demandada Subdirectora de la Sección Primera del Estado Mayor de la Guardia Civil Estatal de San Luis Potosí, , y el segundo signado por el diverso delegado de la autoridad demanda Secretaria de Seguridad y Protección Ciudadana del Estado; concluida la audiencia se citó para resolver en definitiva.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos, 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º fracción XVII, 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII y Quinto Transitorio de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; en relación con los arábigos 117 y 130 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado; y en el caso de este expediente, le compete conocer y resolver porque deriva de la baja o separación del servicio que desempeñaba la parte actora como elemento de seguridad pública,  donde se ejerce jurisdicción. 

Competencia que además, fue reconocida en la Tesis de Jurisprudencia 23/96, aprobada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión privada de veinticuatro de mayo de mil novecientos noventa y seis: Novena Época, Registro: 200587, Instancia: Segunda Sala, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, III, Junio de 1996, Materia(s): Constitucional, Administrativa, Laboral, Tesis: 2a./J. 23/96, Página: 244; que establece:

“COMPETENCIA PARA CONOCER DE LOS CONFLICTOS DERIVADOS DE LA PRESTACIÓN DE SERVICIOS DE LOS POLICÍAS. CORRESPONDE AL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. (ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ). De lo dispuesto por las fracciones XIII, del apartado B, del artículo 123 y V, del 116 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se desprende que la naturaleza del vínculo jurídico existente entre los agentes de seguridad pública y el Estado, es de naturaleza administrativa y no laboral. Asimismo, el Estatuto Jurídico de los Trabajadores al Servicio de las Autoridades de San Luis Potosí, tampoco reconoce como laboral el vínculo que une a los agentes de seguridad pública con el Estado. Por ello, resulta competente para conocer de los litigios que se generen con motivo de la prestación del servicio, el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, tal como lo dispone el artículo 2 de la Ley de Justicia Administrativa de dicha entidad federativa, que faculta a este órgano para conocer de las controversias de naturaleza administrativa entre las autoridades del Estado y los gobernados, sin dejar de tomar en consideración que las prestaciones demandadas no son sino una consecuencia de la acción de nulidad promovida en contra de la orden de baja del actor. Este criterio se ve fortalecido por diversas tesis aisladas y de jurisprudencia, dentro de las que destacan las tesis jurisprudenciales números 24/1995 del Tribunal Pleno y 77/95 de la Segunda Sala, publicadas en el Tomo II del Semanario Judicial de la Federación (Novena Época), la primera en el mes de septiembre de mil novecientos noventa y cinco, página cuarenta y tres, y la segunda en el mes de diciembre siguiente, página doscientos noventa, y aunque se refiere a los policías en el Estado de México, guardan analogía con lo que acontece en San Luis Potosí y no viene sino a fortalecer el carácter administrativo de la relación que sostienen los agentes de seguridad pública con el propio Estado. …”

SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado, esta Sala Unitaria procede a analizar la personalidad y legitimación de los comparecientes a este juicio.

La parte actora compareció por derecho propio; acreditando su interés jurídico en términos del artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, al demostrar la relación jurídico administrativa que le unía con la parte demandada Secretaria de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, con  la credencial que lo acredita como ********** adscripción Comandancia  de la Guardia  Civil Estatal, otorgada por el Secretario de Seguridad y Protección Ciudadana de documental visible en fojas 6 de este sumario, y con el Recibo de Nómina a su nombre del actor, de fecha 30/06/2020.

De igual forma, la personalidad y legitimidad de las autoridades demandadas quedó acreditada con las copias certificada relativas a sus nombramientos, visibles en fojas 22, 35, 49 y 62 del sumario, que acredita el carácter con que comparecen, conforme a lo establecido por el numeral 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
Las documentales anteriormente referidas, adquieren valor probatorio pleno de acuerdo con los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, por tratarse de documentos públicos expedidos por servidor y fedatario públicos, en el desempeño de sus respectivas funciones.

CUARTO.- La litis planteada en este juicio, lo constituye del escrito inicial de demanda  la legalidad o ilegalidad del cese verbal del cargo que desempeñaba el actor como ********** adscrito a la Secretaria de Seguridad y Protección Ciudadana del Estado de San Luis Potosí, el cual refiere le fue comunicado de manera verbal el día **********,  por la Subdirectora de la Sección Primera de Estado de San Luis Potosí, en dentro de las instalaciones de la Guardia Civil Estatal, en compañía de otra persona que dijo pertenecía a Oficialía Mayor del Estado, y la suspensión del pago de mis salarios y demás prestaciones que debí percibir por el ejercicio de mis funciones como policía, adscrito a la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana, desde el día dieciséis de febrero de dos mil veintitrés.

Del escrito de ampliación de demanda lo constituye, el movimiento de personal ********** de fecha 23 de mayo de 2023, el oficio ********** de fecha siete de febrero de dos mil veintitrés, y el acta administrativa de siete de febrero de dos mil veintitrés.
Actos que fueron señalado, de conformidad con la fracción IV del artículo 233 y 234 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

QUINTO.- Previo al estudio de los conceptos de impugnación, esta Sala Unitaria procede a analizar si en el expediente en que se actúa, se actualiza alguna de las causales de improcedencia o de sobreseimiento, ya sea que las partes lo aleguen o no, por tratarse de una cuestión que debe examinarse de oficio, conforme a lo dispuesto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Es aplicable al efecto, la siguiente Tesis Aislada del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, Época: Octava Época, Registro: 221332, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tesis Aislada, Materia(s): Administrativa, VIII, Noviembre de 1991, Página: 185, que dice: 

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURIDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia...”

En ese tenor, se advierte que las diversa autoridad demandada del Oficial Mayor del Estado de San Luis Potosí,  en su escrito de contestación señala que es improcedente la reinstalación que reclama el actor es improcedente. A ese respecto, cabe señalar que dichas causales, excepciones y defensas deben desestimarse, pues los razonamientos en los cuales se sustenta, involucran cuestiones inherentes a la resolución de la litis, que constituyen o son materia del fondo del asunto, ya que están estrechamente vinculadas con el análisis de la ilegalidad que reclama el actor en este juicio.

En cuanto se refiere a la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí; señala que no existe o consta acto alguno que se le atribuya a su representada la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado. A ese respecto debe decirse, que sus argumentos son procedentes,  ello es así, ya que se aprecia del contenido de la demanda inicial y del escrito de ampliación de demanda, en concordancia de los actos impugnados, que dicha autoridad no actuó como ordenadora ni tuvo intervención en cese o baja verbal impugnado, no obrando en autos constancia alguna en la que se corrobore que tuviera  intervención alguna en los actos que ahora se reclama, por lo que en consecuencia, se actualiza la causal de  sobreseimiento establecida en el artículo 229 fracción V del Código Procesal Administrativo para el Estado, se decreta el SOBRESEIMIENTO, respecto a los actos que se le atribuyen a dicha autoridad demandada, por las razones antes expuestas.

En relación a la diversa autoridad demandada Subdirectora de la Sección Primera de Estado Mayor de la Guardia Civil Estatal de San Luis Potosí, interpuso  la causal de improcedencia que funda en los artículos 229 fracción V, del Código Procesal Administrativo para el Estado, que basa en la inexistencia de cualquier  acto atribuible a ella, ya que dentro de sus funcione son esta la de ordenar  la baja o separar del servicio como ********** a elemento alguno perteneciente a la Guardia Civil Estatal, señalando que la baja del hoy actor fue por termino de relación laboral, conforme a lo que señala el movimiento de personal ********** de fecha 23 de mayo de 2023. A ese respecto, cabe señalar que dichas causales, excepciones y defensas deben desestimarse, dado que se desprende del mismo acto impugnado, que si bien es cierto que no tuvo intervención directa con el acto impugnado, ya que no actuó como autoridad ordenadoras, ni emitió la baja, también lo es que el hoy actor, es un elemento activo que pertenece bajo su dirección administrativa, según lo establece la normatividad aplicable, en los numerales 18 del Reglamento Interno de la Guardia Civil Estatal, al estar bajo su administración de personal policiaco en la Guardia Civil Estatal, del cual impugna también la suspensión del pago de mis salarios y demás prestaciones que debí percibir por el ejercicio de mis funciones como policía, adscrito a la Secretaria de Seguridad y Protección Ciudadana.

Por lo que se refiere a la diversa autoridad demandada el Secretario de Seguridad y Protección Ciudadana del Estado de San Luis Potosí; quien  compareció por conducto del Director Jurídico de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana, interpuso  la causal de improcedencia que funda en el artículo 229 fracción V, del Código Procesal Administrativo para el Estado, que basa en que no existe el acto impugnado, ya que no ordeno la baja verbal del que se queja el actor, la que relaciona con las excepciones de falta de legitimación pasiva, y falta de personalidad y la  excepción de oscuridad y defecto legal de la demanda, mis que señala deriva  de que el actor no expresa en forma alguna circunstancias de tiempo., modo y lugar en que mi representada fuera participe en los hechos  en que basa su acción. A ese respecto, cabe señalar que dichas causales, excepciones y defensas deben desestimarse, pues los razonamientos en los cuales se sustenta, involucran cuestiones inherentes a la resolución de la litis, que constituyen o son materia del fondo del asunto, ya que están estrechamente vinculadas con el análisis de la ilegalidad que reclama el actor en este juicio.
Sirve de apoyo por analogía, la Tesis de Jurisprudencia que aunque se refiere al juicio de amparo es aplicable al presente caso, visible en la Tesis con No. Registro: 187,973, Época: Novena Época, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Materia(s): Común, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5; que a la letra dice: 
 “IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse.”

Por lo que se refiere a excepción de Oscuridad en la Demanda”, en relación a la excepción interpuesta, debe decirse que carece de eficacia jurídica, en virtud de que la misma no tiene carácter de excepción oponible en este procedimiento administrativo, dado que la misma no trae implícita el atacar el fondo del acto impugnado que se deduce en  la controversia, sino que constituye una facultad del Órgano Juzgador de análisis de la demanda al momento en que se interpone, a efecto de indicar  al actor deficiencias en su escrito inicial, en caso de ser oscuras e irregulares, para su aclaración o complementación.

Tiene aplicación la siguiente Tesis aislada de la Séptima Época,  Registro: 250276, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Materia(s): Común, Página: 62, que a la letra dice:

 “DEMANDA, OSCURIDAD EN LA. NO CONSTITUYE UN ELEMENTO DE LA ACCION QUE DEBA ESTUDIARSE DE OFICIO. Si bien es cierto que lo aleguen o no las partes, el juzgador puede analizar previamente al estudio del fondo del asunto la procedencia de la acción, por ser ésta de orden público, también lo es que no aparece que se surta la causal de improcedencia de la acción, que debiera haber analizado oficiosamente la Sala responsable, si según se advierte de autos el problema que en realidad se plantea es una cuestión de oscuridad en el escrito inicial de demanda y, en esas condiciones, tal oscuridad no constituye una violación de fondo, que de origen a una causal de improcedencia, por no ser un elemento para la procedencia de la acción, puesto que, de acuerdo a lo establecido por el artículo 1o., del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, aplicado supletoriamente al Código de Comercio, para el ejercicio de las acciones se requieren los siguientes elementos: 1. La existencia de un derecho; 2. La violación de un derecho o el desconocimiento de una obligación, o la necesidad de declarar, preservar o constituir un derecho; 3. La capacidad para ejercitar la acción por sí o por legítimo representante; y, 4. El interés en el actor para deducirla. En consecuencia, al no encontrase comprendida la falta de claridad en la demanda dentro de los elementos de procedibilidad de la acción mencionados, no puede constituir una causal de improcedencia, sino en todo caso, dicha oscuridad en la demanda constituye una violación de forma, de acuerdo a lo previsto por el artículo 255, fracción III, del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, supletorio del Código de Comercio, la que bien pudo ser subsanada por el Juez de los autos mandando al actor que aclarara el contenido de su demanda, en la parte conducente, conforme a lo previsto por el artículo 257 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, supletorio al Código de Comercio.” 

De igual manera, previamente se deben examinar los incidentes planteados, que no sean de previo y especial pronunciamiento, para ser resueltos en la propia sentencia definitiva, de acuerdo a lo ordenado por el artículo 116 segundo párrafo del Código Procesal Administrativo en consulta.

Advirtiéndose por esta Sala Unitaria, que no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que deba estudiar de oficio, ni incidentes planteados; por tanto, se procede al estudio de los argumentos de nulidad de la parte actora.

QUINTO. - La parte actora hizo valer los conceptos de impugnación que se advierten en su escrito inicial de demanda en fojas 3 a la 5,  de este sumario, y del escrito de ampliación de demanda que se encuentra visible a fojas 81 a la 88 de este expediente, argumentos que no se trascriben y se tienen por reproducidos para que surtan los efectos legales que correspondan. 

Resulta aplicable por analogía, la Tesis de Jurisprudencia de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Novena Época, Registro: 164618, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Mayo de 2010, Materia(s): Común, Tesis: 2a./J. 58/2010, Página: 830, que dice:  

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SEXTO.-  Esta Sala Unitaria estima necesario precisar, que atentos al principio de exhaustividad de las sentencias, que impone la obligación de examinar todos y cada uno de los puntos controvertidos del acto impugnado, iniciando por aquellos, que puedan llevar a declarar la nulidad lisa y llana, y después por los que se refieran a la omisión de requisitos formales o vicios del procedimiento; en primer lugar, analizará los motivos de disenso que lleven a una declaratoria de nulidad más benéfica para el actor, y solo en el evento de estimarlos infundados, se pronunciará sobre conceptos de impugnación que lleven a una declaratoria de nulidad para efectos, ya que de resultar fundados los primeros, se producirá un mayor beneficio jurídico para la parte actora, pues se eliminarán en su totalidad los efectos del acto administrativo, con lo que se respeta la garantía de acceso efectivo a la justicia y, en particular, el principio de completitud que le es inherente.

Sirve de sustento a lo anterior la Tesis de Jurisprudencia visible en Novena Época, Registro: 179367, Instancia: Pleno, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XXI, Febrero de 2005, Materia(s): Común, Tesis: P./J. 3/2005, Página: 5, que a continuación se transcribe:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN AMPARO DIRECTO. EL ESTUDIO DE LOS QUE DETERMINEN SU CONCESIÓN DEBE ATENDER AL PRINCIPIO DE MAYOR BENEFICIO, PUDIÉNDOSE OMITIR EL DE AQUELLOS QUE AUNQUE RESULTEN FUNDADOS, NO MEJOREN LO YA ALCANZADO   POR EL QUEJOSO, INCLUSIVE LOS QUE SE REFIEREN A CONSTITUCIONALIDAD DE LEYES. De acuerdo con la técnica para resolver los juicios de amparo directo del conocimiento de los Tribunales Colegiados de Circuito, con independencia de la materia de que se trate, el estudio de los conceptos de violación que determinen su concesión debe atender al principio de mayor beneficio, pudiéndose omitir el de aquellos que, aunque resulten fundados, no mejoren lo ya alcanzado por el quejoso, inclusive los que se refieren a constitucionalidad de leyes. Por tanto, deberá quedar al prudente arbitrio del órgano de control constitucional determinar la preeminencia en el estudio de los conceptos de violación, atendiendo a la consecuencia que para el quejoso tuviera el que se declararan fundados. Con lo anterior se pretende privilegiar el derecho contenido en el artículo 17, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, consistente en garantizar a los ciudadanos el acceso real, completo y efectivo a la administración de justicia, esto es, que en los diversos asuntos sometidos al conocimiento de los tribunales de amparo se diluciden de manera preferente aquellas cuestiones que originen un mayor beneficio jurídico para el gobernado, afectado con un acto de autoridad que al final deberá ser declarado inconstitucional.”
Precisado lo anterior, se procede al estudio del primero de los conceptos de impugnación que vierte el demandante en su escrito  inicial de demanda, el cual se analiza en forma vinculada con las manifestaciones vertidas por la autoridad demandada en su escrito de contestación y con las diversas probanzas ofrecidas por las partes.

Concepto de impugnación que en la parte que interesa refiere:

“PRIMERO.-El acto reclamado resulta trasgresor de los derechos dl que suscribe, pues viola lo establecido en el artículo (…),  así como lo preceptuado por el artículo 126, 130 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado, (…).”

“…En esas circunstancias, resulta por demás evidente que el cese realizado por la Subdirectora de la Sección Primera de Estado Mayor de la Guardia Civil Estatal de San Luis Potosí, deviene por demás ilegal, pues fue ejecutado por una autoridad incompetente, que no tenía legitimación para realizarlo, pues el único ente facultado para determinar el cese del cargo que desempeñaba, es la Comisión de Honor y Justicia; cuerpo colegiado que posterior a un procedimiento de investigación realizado por el Titular de Asuntos Internos, deberá instar un procedimiento administrativo a efecto de determinar si el suscrito incurrió o no en alguna de las causales previstas para decretar la sanción.”

“…Por lo que es obvio, que en el presente caso concreto, el cese fue decretado de manera arbitraria, por una autoridad incompetente, cuando ni siquiera se inició el procedimiento disciplinario en mi contra, violentando asi el debido proceso y la garantía de audiencia que opera a mi favor, por lo que desde este momento niego lis ay llanamente que s eme haya notificado procedimiento alguno en mi contra…
Del estudio y análisis del concepto de impugnación citado, esta Sala Unitaria determina que resulta fundado, ello en base a las consideraciones que se detallan:

 Como se desprende del escrito de demanda el actor compareció a este Tribunal demandando como acto impugnado; El cese verbal del cargo que desempeñaba el actor como ********** adscrito a la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del Estado de San Luis Potosí, el cual refiere le fue comunicado de manera verbal el día **********.
Acreditando el cargo que desempeñaba y la relación administrativa correspondiente con las documentales que aportó en su escrito de demanda, consistentes en la credencial que lo acredita como  ********** adscripción Comandancia de la Guardia Civil Estatal, otorgada por el Secretario de Seguridad y Protección Ciudadana de documental visible en fojas 6 de este sumario, y con el Recibo de Nómina a su nombre del actor, de fecha 30/06/2020.

Las documentales anteriormente referidas, adquieren valor probatorio pleno de acuerdo con los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, por tratarse de documentos públicos expedidos por servidor y fedatario públicos, en el desempeño de sus respectivas funciones.
Máxime que, por su parte, las autoridades demandadas en su escrito de contestación, reconocen que el hoy actor tenía el cargo de********** adscripción Comandancia de la Guardia Civil Estatal, y que fue dado  baja por término de la relación laboral, según hace constar en el movimiento de personal donde se señala  su movimiento de baja  como policía primero en seguridad y custodia a partir de 22/may/2023, la cual se adjunta 24, 37, 50 de este sumario,  que adquiere valor probatoria para acreditar lo inserto en ella conforme lo dispuesto por los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, por tratarse de documentos públicos expedidos por servidor y fedatario públicos, en el desempeño de sus respectivas funciones.
Advirtiéndose que las demandadas fueron  omisas en pronunciarse respecto a la existencia del procedimiento ante la Comisión de Honor y Justicia de que se duele el actor como violación a los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal y a la Ley del Sistema de Seguridad Jurídica Publica del Estado de San Luis Potosí.

Asimismo, el actor demostró en este juicio la baja verbal de que se duele del cargo que ostentaba, ello con la confesión expresa que hace la diversa autoridad demandada la Subdirectora de la Sección Primera de Estado Mayor de la Guardia Civil Estatal de San Luis Potosí, en su escrito de contestación de demanda inicial, en la cual si bien señala que ella no dio de baja la relación laboral del hoy actor, acepta  que la misma fue efectuada  en su presencia por un representante de Oficialía Mayor de Gobierno del Estado, quien  se presentó con esa autoridad, y requirió la presencia  del hoy actor y otras personas y que al estar presentes en la oficina que ocupa la Sección Primera de Estado Mayor, el representante de Oficialía Mayor, le hizo del conocimiento de su baja por término de la relación laboral a partir del **********, generándose el Movimiento de Personal de Bajo de folio **********, que dicha atribución fue con el artículo 41 de la Ley Orgánica de la Administración Publica del Estado de San Luis Potosí, entre las facultades señala la de efectuar la remoción de los funcionarios y trabajadores de la Administración Publica Estatal, por ende incluye al personal policiaco.
Y en tal virtud, se considera acreditado el acto que ahora reclama el accionante, consistente en el cese verbal del cargo que desempeñaba el actor como ********** adscrito a la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del Estado de San Luis Potosí, el cual refiere le fue comunicado de manera verbal el día **********, en las instalaciones de las oficinas de la Guardia Civil Estatal en la oficina de Potencial Humano, y en compañía de otra persona que se les dijo  pertenecía a la Oficialía Mayor del Estado, sin que se le hiciera un procedimiento por la autoridad competente para decretar la baja o cese del mismo. 
En ese tenor,  la confesión expresa contenida en la contestación de la demandada en cita, hace prueba plena de conformidad con lo dispuesto por la fracción I del artículo 72 del Código Procesal Administrativo para el Estado, para acreditar la relación administrativa que tenía el actor  con la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del Estado de San Luis Potosí; el puesto que desempeñaba y el cese verbal en del cargo que tenía,  que le fue notificado por parte del Representante de Oficialía Mayor, le hizo del conocimiento de su baja por término de la relación laboral a partir del ********** generándose el Movimiento de Personal de Bajo de folio ********** así como la inexistencia de procedimiento alguno seguido en contra del promovente, por la autoridad competente, para decretar su baja o cese. 
Por otra parte, en relación a lo anterior, se advierte también que las diversa autoridades demandadas, si bien niegan una baja verbal en sus escritos de demanda, también lo es que, aceptan que existió una baja decretada por el Movimiento de Personal de Bajo de folio ********** baja por término de la relación laboral a partir del **********  circunstancias que obra en la documental  visible en fojas 24, 37, 50 de este sumario, a cual adquiere pleno valor probatorio con los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, por tratarse de documentos públicos expedidos por servidor y fedatario públicos, en el desempeño de sus respectivas funciones; para acreditar la baja decretada al accionante con fecha **********por parte de dichas autoridades, así como que la baja decretada se efectuó sin ningún procedimiento por parte de las autoridades competentes siendo la Comisión de Honor y Justicia de dicho Ayuntamiento.
Es menester señalar que en atención al artículo 274 fracción I del Código de Procedimientos Civiles para el Estado, de aplicación supletoria al Código de la materia, corresponde a las demandadas, la carga de probar que la hoy accionante fue dado de baja conforme lo establecido por la ley aplicable tratándose de elementos de seguridad pública, en virtud de que se  tratándose de elementos de seguridad pública, se rigen por normas diferentes a la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de San Luis Potosí, para dar por concluido su relación laboral,  por lo que el hecho de que solo conste en el movimiento de personal que fue dado de baja  por término de la relación laboral, resulta insuficiente para otorgarle la legalidad a la baja decretada al accionante.
 Esto, en virtud de que si el acto impugnado tiene el carácter de negativo, la carga de la prueba no le corresponde al accionante, sino a las autoridades demandadas, pues no por el hecho de que niegue el acto impugnado, esta circunstancia basta para tenerlos por negados, ya que si se atiende a que el acto impugnado tiene la naturaleza de negativo, es a la autoridad demandada, a quien corresponde acreditar que no incurrió en esa ilegalidad, motivo por el cual no es suficiente su afirmación en el sentido de aceptar la baja al actor por término de la relación laboral,  sino en su defecto demostrar la legalidad de la baja que decreto por autoridades competentes mediante el procedimiento respectivo.
Sirve de apoyo a lo anterior, la tesis de jurisprudencia del Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, localizable en el Semanario Judicial de la Federación Tomo V, Segunda Parte-2, Enero-Junio de 1990, Tribunales Colegiados de Circuito, Tesis: 1.3º.A. J/21, Página 660, Materia administrativa, que a la letra dice:
“ACTOS RECLAMADOS. ACTO NEGATIVO Y NEGATIVA DEL ACTO. SON DOS COSAS DISTINTAS. CARGA DE LA PRUEBA.- Todo acto, por definición, supone la existencia de una conducta ya sea activa o pasiva. Dentro de la clasificación de los actos reclamados se distinguen entre los positivos y los negativos, considerando a los primeros como los que implican un hacer y a los segundos como los que reflejan una omisión o abstención. Así, para diferenciarlos se atiende a su naturaleza y a los efectos que producen respecto de la realidad. Por otra parte, la esencia del acto negativo versa, exclusivamente, sobre su característica que denota la omisión o la abstención de aquella a quien se atribuye. La negativa del acto, por lo contrario, no atiende a la naturaleza de aquél sino que propiamente constituye sólo una expresión sobre su existencia. En ello radica precisamente la diferencia entre un acto negativo y la negativa del acto. Como no se trata de conceptos iguales, la carga de la prueba en uno y otro supuesto se distribuye en forma desigual. La negativa simple del acto libera a quien la formula de la necesidad de probarla, pues, lógicamente, no es factible demostrar lo que se ha negado; de tal suerte que la carga de probar recae en su contraparte. En otro orden de ideas, si la negativa del acto no es simple sino calificada porque importa una afirmación, entonces quien la produce sí se encuentra en la necesidad de justificarla. La regla en cuestión se encuentra prevista por el artículo 82 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la Ley de Amparo, al disponer que el que niega sólo está obligado a probar, entre otras hipótesis, cuando la negación envuelva la afirmación expresa de un hecho. En tal virtud, si el acto por su naturaleza es negativo y aquella a quien se atribuye lo niega, no corresponde a su contraparte demostrar la existencia de ese acto debido a que, ciertamente, no se encuentra en la posibilidad de probar la omisión o la abstención de su contraria sino que, como la negativa expresada por ésta encierra la afirmación de que no incurrió en ellas, debe acreditarlo. En suma, como la manifestación respecto de la existencia del acto no modifica la naturaleza de éste, en tanto que se trata de cosas diferentes, debe concluirse que si las autoridades responsables en su informe niegan la existencia de los actos, esa consideración no les imprime a éstos el carácter de negativos...”
Y la Tesis Aislada del Cuarto Tribunal Colegiado del Décimo Octavo Circuito, Décima Época, Registro 2004864, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Libro XXVI, Noviembre de 2013, Tomo 2, Tesis XVIII.4º.7 A (10ª.), página 1294,  que a la letra dice:
“CARGA PROBATORIA EN EL JUICIO ANTE EL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL ESTADO DE MORELOS. CORRESPONDE A LAS AUTORIDADES DEMANDADAS CUANDO EL ACTOR LES ATRIBUYE SU DESPIDO INJUSTIFICADO Y ÉSTAS, AUNQUE LO NIEGAN, ACEPTAN QUE EXISTIÓ UNA RELACIÓN ADMINISTRATIVA PERO NO MANIFIESTAN POR QUÉ YA NO LES PRESTA SUS SERVICIOS.- Cuando el actor en el juicio ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Morelos atribuye a las autoridades demandadas su despido injustificado, y éstas, aunque lo niegan, aceptan que existió una relación administrativa -no laboral- con aquél, pero no expresan por qué ya no les presta sus servicios, es decir, no se refieren a todos los hechos relacionados con sus pretensiones, en los omitidos opera la presunción legal de ser ciertos, salvo prueba en contrario, conforme al artículo 85 de la Ley de Justicia Administrativa de la entidad. En consecuencia, atento a dicho precepto y al diverso 386 del Código Procesal Civil local, de aplicación supletoria, corresponde a las demandadas la carga de probar que el actor dejó de prestar sus servicios por una causa no imputable a ellas sino, en todo caso, a él...”
En ese tenor, es ilegal la baja decretada por las demandadas, en virtud de que no existió el procedimiento respectivo, a fin de darle la oportunidad de exponer lo que considerara conveniente en defensa de sus intereses, ante los tribunales establecidos para ello, y con las formalidades esenciales del procedimiento, siendo en el caso que nos ocupa, ante la Comisión de Honor y Justicia, de acuerdo a la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí.

En efecto, tratándose del cese, baja o remoción de los elementos que pertenecen a los cuerpos de seguridad pública del Estado y municipios de San Luis Potosí, compete a la Comisión de Honor y Justicia de los respectivos cuerpos de seguridad decretar dicha sanción, previo desahogo del procedimiento establecido, así se desprende de los numerales 112, 113, 114, 119 y 126 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, los que establecen lo siguiente:

“ARTICULO 112. Las indisciplinas o faltas cometidas por los elementos de los cuerpos de seguridad pública, serán enmendadas a través de correcciones y sanciones disciplinarias.”

“ARTICULO 113. Las correcciones disciplinarias serán aplicadas a los integrantes de los cuerpos de seguridad, por los superiores jerárquicos, o por el titular de la institución.

Las correcciones disciplinarias consistirán en apercibimiento, y arresto hasta por treinta y seis horas, con o sin perjuicio en el servicio.

La corrección disciplinaria se registrará en el expediente personal del infractor integrante de los cuerpos de seguridad.”

“ARTICULO 114. Las sanciones disciplinarias aplicables por la Comisión de Honor y Justicia son:

I. Amonestación;

II. Suspensión temporal de funciones hasta por noventa días, y

III. Remoción, o destitución del cargo.”

“ARTICULO 119. La Comisión de Honor y Justicia es un órgano colegiado de carácter permanente, encargado de conocer e imponer, en su caso, las sanciones correspondientes por infracciones o faltas previstas en la Ley, sus reglamentos, o a los ordenamientos jurídicos de la materia, cometidas por los integrantes de los cuerpos de seguridad. 

Además, evaluar el otorgamiento de reconocimientos y condecoraciones, en su caso.”

“ARTICULO 126. En cualquier supuesto que amerite sanción, se deberá respetar en todo momento las garantías de, audiencia, debido proceso, y principio de presunción de inocencia. 

En consecuencia, cualquier infracción, ya sea que se cometa por acción u omisión, que constituya responsabilidad en el desempeño de sus funciones o incumplimiento de sus deberes, de acuerdo a la presente Ley, sus reglamentos, o a los ordenamientos jurídicos de la materia, se someterá ante la Comisión de Honor y Justicia, conforme al siguiente procedimiento: 

l. Se iniciará por solicitud escrita presentada por el titular de la Unidad de Asuntos Internos de las instituciones de seguridad pública, en los términos de sus ordenamientos.   La solicitud deberá contener lugar, fecha, y la imputación que se atribuye al probable infractor; pruebas que sustenten la imputación, motivación para su formulación, y  fundamentación de la infracción que se imputa; 

II. La Comisión de Honor y Justicia dentro de las veinticuatro horas siguientes, contadas a partir del momento en que reciba la solicitud, por conducto de su presidente, asignará el número progresivo que corresponda al expediente y dictará acuerdo de radicación, en el que señalará día y hora para la celebración de una audiencia, que deberá efectuarse dentro de los treinta días hábiles siguientes al que se haya dictado el acuerdo. 

En el mismo acuerdo, la Comisión de Honor y Justicia, por conducto de su presidente acordará: 

a) Se notifique personalmente al probable infractor, y a los integrantes de la Comisión de Honor y Justicia, cuando menos con diez días de anticipación a la audiencia. 

b) Que en el acto de notificación, al probable infractor se le entregue copia cotejada del escrito de solicitud, así como de las constancias y actuaciones que obren en el expediente. 

Con respecto de la información reservada o confidencial prevista en la fracción III del presente artículo, únicamente se le permitirá consultarla en el local de la instancia y ante la presencia del personal actuante que para tal efecto designe el Presidente, pudiendo en tal caso tomar las anotaciones que considere pertinentes. 

c) Se apercibirá al probable infractor que la imputación se tendrá por consentida y aceptada, y por perdido el derecho de ofrecer pruebas, si no concurre a la audiencia por causa injustificada. 

d) Se haga saber al presunto infractor el derecho que tiene para exponer su defensa por sí mismo; o bien, para asistirse de un abogado durante la sustanciación del procedimiento, de un abogado, así como para ofrecer las pruebas que a su derecho convenga. 

e) En el procedimiento ante la Comisión de Honor y Justicia no se admite la representación, por lo que el presunto responsable debe comparecer en forma personal e insustituible, a declarar sobre las imputaciones que se le hagan respecto a hechos propios, relacionados con actos u omisiones que podrían constituir infracciones a sus deberes. 

f) La comparecencia podrá ser por escrito, la cual en todo caso, tendrá que ser ratificada durante la audiencia por el presunto infractor. 

En el escrito de comparecencia el probable infractor ofrecerá y acompañará sus pruebas, relacionándolas con los puntos controvertidos, siendo admisibles toda clase de pruebas, con excepción de la confesional mediante absolución de posiciones, o aquéllas que sean contrarias a la moral o al derecho. 

Los testigos, que no podrán exceder de dos por cada hecho, deberán ser presentados por el oferente, debidamente identificados mediante documento oficial con fotografía reciente. La prueba testimonial se declarará desierta si los testigos no comparecen a la audiencia. 

El oferente de la prueba deberá exhibir el interrogatorio correspondiente, debidamente firmado, y copia del mismo para cada una de las demás partes, a fin de que estén en aptitud de formular repreguntas, las cuales, en su caso, deberán hacer en el momento en que se desahogue la prueba, sin que puedan exceder de dos por cada directa. 

El oferente no podrá formular a los testigos más preguntas de las contenidas en el interrogatorio respectivo; el presidente por sí o a solicitud de los integrantes de la Comisión de Honor y Justicia, podrá requerir a los declarantes para que amplíen su contestación, o formularles de manera directa las preguntas que estime pertinentes en relación con los hechos de su testimonio. 

g) Las autoridades tienen obligación de expedir, a costa del probable infractor, las copias de los documentos que les soliciten a fin de que puedan rendir sus pruebas; si no lo hicieran, el día de la audiencia la Comisión de Honor y Justicia a solicitud del probable infractor, y previa justificación de que hizo la solicitud correspondiente cuando menos tres días hábiles antes de la celebración de la audiencia, acordará que por medio de su presidente se requiera a la autoridad la expedición de las copias, apercibiendo de la aplicación de los medios de apremio en caso de incumplimiento;  

III. Se considerará como reservada o confidencial, la información que pueda comprometer la seguridad pública; poner en riesgo la vida, la seguridad o la salud de cualquier persona; causar un serio perjuicio a las actividades de verificación del cumplimiento de las leyes, prevención o persecución de delitos; la impartición de justicia; la recaudación de contribuciones; y aquélla que sea considerada como tal por la ley. 

La resolución que clasifique la información como confidencial deberá estar debidamente fundada; y tal carácter no podrá ser impedimento para que dicha información sea puesta a disposición de las autoridades jurisdiccionales competentes; 

IV. La notificación al probable infractor se realizará en forma personal en el domicilio oficial de la adscripción del presunto infractor, en el último que hubiera aportado, o en el lugar en el que se encuentre físicamente. 

El probable infractor, en el primer escrito que presente ante la Comisión de Honor y Justicia, está obligado a señalar domicilio para oír y recibir notificaciones en la ciudad en la que resida la Comisión de Honor y Justicia, apercibiéndolo de que en caso de no hacerlo, las subsecuentes notificaciones se realizarán por medio de estrados en lugar visible al público, dentro de las instalaciones que ocupe la propia Comisión.  

La audiencia podrá diferirse por causas de fuerza mayor, plenamente acreditada en autos, en cuyo caso deberá notificarse personalmente a las partes la resolución fundada y motivada que así lo determine, así como la nueva fecha y hora fijadas para la celebración de la audiencia; el diferimiento podrá ser acordado por el presidente o por el pleno de la Comisión de Honor y Justicia; 

V. El día y hora señalados para la celebración de la audiencia a la que se refieren las fracciones II y IV del presente artículo, se procederá conforme a lo siguiente: 

a) El presidente solicitará al Secretario tome lista de asistentes, para verificar el quórum para sesionar.  Una vez verificado el quórum, el presidente declarará formalmente abierta la sesión y, enseguida, el secretario dará cuenta de la asistencia o no del presunto infractor. En caso de haber comparecido, tomará las generales del presunto infractor y de su defensor; protestando al primero conducirse con verdad, y advirtiéndole de los delitos que comete quien declara falsamente ante una autoridad administrativa, y  discerniéndole el cargo al segundo. Acto seguido procederá a dar lectura a las constancias relativas a la imputación y datos de cargo, con la finalidad de hacer saber al presunto infractor los hechos que se le atribuyen.   b) En caso de no haber comparecido el presunto infractor, verificándose su legal emplazamiento, de oficio se hará efectivo el apercibimiento a que se refieren las fracciones II y IV del presente artículo, y seguirá el procedimiento en rebeldía. 

c) A continuación se concederá el uso de la palabra al presunto infractor, para que por sí o por medio de su abogado, expongan lo que a su derecho convenga, y ofrezcan las pruebas que estimen pertinentes, o bien ratifique el contenido de su escrito de comparecencia.  

d) Concluida la exposición del probable infractor, la Comisión de Honor y Justicia resolverá cuáles pruebas  son admitidas, o desechadas por no tener relación con los hechos, ser inconducentes o contrarias a derecho; haciendo constar su determinación en el acuerdo respectivo, que firmarán los asistentes para efectos de notificación. 

e) Los miembros de la instancia están facultados para cuestionar a los comparecientes; solicitar informes u otros elementos de prueba, por conducto del secretario, previa autorización del presidente, con la finalidad de allegarse de datos necesarios para el esclarecimiento del asunto.  

f) Los integrantes de la Comisión de Honor y Justicia, por conducto del secretario y previa autorización del presidente, podrán formular preguntas al presunto infractor, solicitar informes u otros elementos de prueba que estimen pertinentes, con la finalidad de allegarse los datos necesarios para el conocimiento del asunto. 

g) Contra la determinación de la Comisión de Honor y Justicia, por la que se resuelva lo relativo a las pruebas, no procede medio de defensa alguno, y en todo caso, se podrá combatir dentro de los medios de defensa que procedan contra la resolución definitiva del procedimiento; 

VI. Si las pruebas ofrecidas admitidas requieren preparación, el presidente establecerá un término probatorio de quince días para su desahogo. En caso contrario, se declarará agotada la instrucción y dará curso al procedimiento; 

VII. En la misma audiencia y una vez desahogadas las pruebas, se concederá al probable infractor el derecho de defenderse por sí o por conducto de su abogado defensor; concluida ésta se dará por terminada la audiencia, declarándose cerrada la instrucción. 

La Comisión de Honor y Justicia dentro de los diez días hábiles siguientes deberá emitir la resolución, la cual se notificará personalmente al interesado, por conducto del personal que la Comisión designe expresamente en la propia resolución.  

Al presunto responsable declarado en rebeldía, se le notificará por estrados, surtiendo desde ese momento sus efectos. 

En el caso de que exista imposibilidad material debidamente fundada y motivada, para practicar personalmente la notificación de la resolución definitiva, se emitirá acuerdo por el presidente de la comisión, en el que ordene la notificación de ese acuerdo y de la resolución definitiva por medio de estrados.  

La resolución definitiva que dicte la Comisión de Honor y Justicia deberá estar debidamente fundada y motivada; contener una relación sucinta de los hechos; así como una valoración de todas y cada una de las pruebas aportadas, y 

VIII. La valoración de las pruebas se hará de acuerdo con las siguientes reglas: 

a) Harán prueba plena la confesión expresa del probable responsable y los actos contenidos en documentos públicos, si en éstos últimos se contienen declaraciones de verdad o manifestaciones de hechos de particulares; los documentos sólo probarán plenamente que ante la autoridad que los expidió se hicieron tales declaraciones o manifestaciones, pero no acreditarán la verdad de lo declarado o manifestado. 

b) El valor de la pericial y testimonial, así como el de las demás pruebas, quedará a la prudente y razonada apreciación de la Comisión de Honor y Justicia.” 

[Énfasis añadido]

De lo antes transcrito, se desprende que el **********es una sanción que compete únicamente a la Comisión de Honor y Justicia y que dicha Comisión, es un órgano colegiado de carácter permanente, encargado de conocer e imponer, en su caso las sanciones correspondientes por infracciones o faltas previstas en la Ley, sus reglamentos, o a los ordenamientos jurídicos de la materia, cometidas por los integrantes de los cuerpos de seguridad, así como de imponer las sanciones correspondientes, previo desahogo del procedimiento respectivo, en el que se deberá respetar en todo momento las garantías de, audiencia, debido proceso, y principio de presunción de inocencia. 

En ese contexto resulta ilegal la baja o separación injustificada en el cargo que desempeñaba el hoy actor como********** adscrito a la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del Estado de San Luis Potosí, el cual refiere le fue comunicado de manera verbal el día **********, por las razones antes expuestas; lo cual es violatorio a los derechos humanos de audiencia, legalidad, seguridad jurídica y debido proceso, previstos en los artículos 14 y 16 Constitucionales, con base en los cuales, es obligatorio que las autoridades demandadas previamente a la emisión del acto recurrido que implica la privación de derechos de la demandante, le den oportunidad para que exponga lo que considere pertinente en defensa de sus intereses, lo que resulta que ejercite el derecho de ser oído y vencido en juicio, a efecto de que conozca del acto administrativo que le afecta y en su defecto aporte las pruebas que estime pertinentes para defender sus derechos, por lo que al no respetarse esta circunstancia, es obvio que no estuvo en aptitud de defenderse, lo que se traduce en una clara violación en su perjuicio de sus derechos humanos citados, conforme lo dispuesto por los artículos 112, 113, 114, 119 y 126 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí.

Por otra parte y en cuanto al acto impugnado relativo a la  suspensión del pago de sus salarios y demás prestaciones que debió percibir por el ejercicio de sus funciones como ********** adscrito a la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana, desde el día dieciséis de febrero de dos mil veintitrés.

A ese respecto debe decirse que no son procedentes, en razón de la existencia de la suspensión que le fue decretada por la autoridad demandada como medida cautelar sin goce de sueldo a partir del seis de febrero de  dos mil veintitrés, suspensión que no fue revocada por la autoridad demandada, pues no obra probanza alguna ofrecida por el actor que lo demuestre, o bien documento alguno donde obre datos que la misma dejo de surtir sus efectos.
A mayor abundamiento queda acreditado en este juicio,  contrario a lo que aduce el hoy actor, que dicha suspensión le fue notificado por la Comandancia de Guardia Civil Estatal,  el día siete de febrero de dos mil veintitrés,  mediante el Acta Administrativa  firmada por el Asesor jurídico de la Guardia Civil, Estatal y testigos de asistencia, llevada a cabo en el Centro de Reinserción Social No. 01 Sitio en Carretera Federal No. 57 Kilómetro 20, San Luis Potosí, Querétaro, en la cual se le informó al actor que  en la causa penal No. **********, que se le instruye en su contra y toda vez que se  involucrado en delito grave y que fue vinculado a proceso; además de que se impuso como medida cautelar la prisión preventiva justificada, se le imponía la suspensión temporal como elemento de la Guardia Civil Estatal dependiente de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del Estado, sin goce de sueldo a partir del seis de febrero de dos mil veintitrés, en tanto no se defina legalmente su situación jurídica, según consta con la documental que obra en fojas 52 a la 54 de este sumario, documental que adquiere valor probatorio pleno de acuerdo con los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, por tratarse de documentos públicos expedidos por servidor y fedatario públicos, en el desempeño de sus respectivas funciones, en virtud de que el actor aporto ningún medio probatorio que desvirtuara la misma en su contenido, o bien demostrara que la misma no fue efectuada, lo que genera su legalidad  de acuerdo con los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, por tratarse de documentos públicos expedidos por servidor y fedatario públicos, en el desempeño de sus respectivas funciones
Cabe mencionar, que se advierte del texto la documental que aporto la autoridad demandada Director Jurídico de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana en su escrito de contestación de demanda, consistente en la copia fotostática del oficio número ********** emitido por el Juez de Control y de Tribunal de Juicio Oral, adscrito al Centro Integral de Justicia Penal, Sala Sede en San Luis Potosí, que obra en fojas 63 de este sumario; que dentro de la causa penal instaurada al accionante se dictó con fecha **********, la suspensión condicional del proceso y se ordenó  la libertad del actor, lo es también que de su contenido se aprecia que la misma se decreta por el termino de seis meses, con condiciones para los imputados, acto que no constituye una sentencia absolutoria como lo señala el hoy accionante.
 Así mismo no obra probanza alguna por parte del actor, tendiente a acreditar su reinstalación al servicio como elemento de la Guardia Civil Estatal dependiente de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del Estado, donde conste se revocara la suspensión que le fue otorgada como medida cautelar sin goce de sueldo a partir del seis de febrero de dos mil veintitrés, pues no basta el solo hecho de su afirmación que procede el pago que reclama, sino que debe acreditar su procedencia, lo cual no ocurrió en el caso que nos ocupa.
En tal virtud, esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, de conformidad con lo establecido en los numerales 250 fracciones I y II,  y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, determina que lo procedente es decretar la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado, consistente en: la baja o Separación Injustificada de la actora en el cargo que ocupaba como ********** adscrito a la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del Estado de San Luis Potosí, el cual refiere le fue comunicado de manera verbal el día ********** por las autoridades demandadas; y en consecuencia se decreta la NULIDAD de la misma, al ser afectado por la violación a los derechos humanos de audiencia, legalidad, seguridad jurídica y debido proceso, previstos en los artículos 14 y 16 Constitucionales; por lo que se le deja sin efecto legal alguno, debiendo las autoridades demandadas restituir al actor en el goce de los derechos que le hubieren sido indebidamente afectados. 

SÉPTIMO. - En este orden de ideas, el artículo 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, establece: 

 "Artículo 252. De ser favorable la sentencia al actor, ésta dejará sin efecto el acto impugnado y las autoridades responsables quedarán obligadas a otorgar o restituir al actor en el goce de los derechos que le hubieren sido indebidamente afectados o desconocidos, en los términos que se establezca. (…)”.

Por consiguiente, atendiendo al dispositivo 123 apartado B fracción XIII de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lo procedente es que las autoridades demandadas restituyan a al aparte actora  los derechos que le fueron indebidamente privados, mediante la ilegal baja decretada, cuya ilegalidad y nulidad se ha determinado, a fin de que proceda al pago de la indemnización de tres meses de salario y veinte días por cada año de servicio, y demás prestaciones a que tenga derecho, entendidas éstas como el sueldo base, así como los beneficios, recompensas, estipendios, asignaciones, gratificaciones, premios, retribuciones, subvenciones, haberes, dietas, compensaciones, o cualquier otro concepto que percibía el servidor público por la prestación de su servicio, hasta por un periodo máximo de seis meses, lo que deberá hacerse conforme a las leyes especiales administrativas bajo las cuales se rige su relación con la demandada, dado que tal determinación se ha dejado sin efectos.

Ahora bien, conforme al artículo 123, apartado B, fracción XIII, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el Constituyente otorgó a favor de los miembros de las instituciones policiales de la Federación, el Distrito Federal (ahora Ciudad de México), los Estados y los Municipios, el derecho al pago de una indemnización en el caso de que, a través de una resolución emitida por autoridad jurisdiccional competente, se resuelva que su separación o cualquier vía de terminación del servicio de la que fue objeto resulta injustificada, lo anterior para no dejarla en estado de indefensión al existir una prohibición absoluta de reincorporarla en el servicio.

De la propia normatividad constitucional, se advierte la obligación del legislador secundario de fijar, dentro de las leyes especiales que se emitan a nivel federal, estatal, municipal o en el Distrito Federal (ahora Ciudad de México), los montos o mecanismos de delimitación de aquellos que, por concepto de indemnización, corresponden a dichos servidores públicos ante una terminación injustificada del servicio.
Asimismo, el Poder Legislativo del Estado en los numerales 51 y 54 de la Ley de Sistema de Seguridad Pública, estableció lo siguiente:

 “ARTICULO 51. Los integrantes de las instituciones de seguridad pública en el Estado y los ayuntamientos, por la naturaleza de su función, y atendiendo a lo establecido en lo conducente por los artículos, 123 Apartado B fracción XIII de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 89 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, tendrán el carácter de agentes depositarios de autoridad. Por tanto, su relación con la administración pública será de carácter administrativo, y se regirá por lo establecido en esta Ley y demás ordenamientos aplicables.

“Las instituciones de seguridad pública deberán garantizar para su personal, al menos las prestaciones previstas para los trabajadores al servicio del Estado y municipios; generarán, de acuerdo a sus necesidades y con cargo a sus presupuestos, una normatividad de régimen complementario de seguridad social y reconocimientos, de acuerdo a lo previsto en el artículo 123 apartado B fracción XIII párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.” 

“ARTÍCULO 54. Los integrantes de las instituciones de seguridad pública podrán ser separados de su cargo si no cumplen con los requisitos de las leyes vigentes, que en el momento de la separación señalen para permanecer en dichas Instituciones, sin que en ningún caso proceda su reinstalación al servicio. 
 (REFORMADO, P.O. 23 DE FEBRERO DE 2023) En caso de que la autoridad jurisdiccional resolviere que la separación, remoción, baja, cese o cualquier forma de terminación del servicio fue injustificada, las instituciones de seguridad pública deberán pagar a los cuerpos de seguridad pública, una indemnización de tres meses de salario y veinte días por cada año de servicio, y demás prestaciones a que tenga derecho, entendidas éstas como el sueldo base, así como los beneficios, recompensas, estipendios, asignaciones, gratificaciones, premios, retribuciones, subvenciones, haberes, dietas, compensaciones, o cualquier otro concepto que percibía el servidor público por la prestación de su servicio, hasta por un periodo máximo de seis meses. “
(lo resaltado es nuestro)
De acuerdo con los numerales transcritos, se establece que las instituciones de seguridad pública deberán garantizar para su personal, al menos las prestaciones previstas para los trabajadores al servicio del Estado y Municipios; y que, tendrán derecho a una indemnización de tres meses de salario y veinte días por cada año de servicio, y demás prestaciones a que tenga derecho, entendidas éstas como el sueldo base, así como los beneficios, recompensas, estipendios, asignaciones, gratificaciones, premios, retribuciones, subvenciones, haberes, dietas, compensaciones, o cualquier otro concepto que percibía el servidor público por la prestación de su servicio, hasta por un periodo máximo de seis meses.  
También se advierte, la obligación para las instituciones de seguridad pública de generar, conforme a sus necesidades y con cargo a sus presupuestos, una normatividad de régimen complementario de seguridad social y reconocimientos, de acuerdo a lo previsto en el artículo 123 apartado B fracción XIII párrafo segundo, de la Ley Suprema.
Asimismo, se reconoce a favor del personal de las instituciones de seguridad pública, que éstas les garanticen al menos las prestaciones previstas para los trabajadores al servicio del Estado y municipios; coetáneo del derecho de exigir al Estado el pago de esas prestaciones, cuyo respeto no puede considerarse postergado o sujeto a la condición suspensiva de que la propia autoridad administrativa emita la normatividad correspondiente que reglamente las hipótesis en las que operarán los derechos respectivos, puesto que, en principio, ante la vigencia de la disposición legal relativa, la protección del derecho garantizado es inmediata, ya que, en tal hipótesis, no se requieren medios legales diferentes al existente para que la autoridad cumpla cabalmente y desde luego, con el mandato legal de hacer efectivo el derecho de los miembros de las instituciones de seguridad pública cesados injustificadamente, de que le sean cubiertas al menos las prestaciones previstas para los trabajadores al servicio del Estado y Municipios.
Por consiguiente, la ausencia de la normatividad emitida por las propias instituciones de seguridad pública para hacer efectivo ese derecho, no impide su cumplimiento, dado que al concederlo el legislador estatal, en el citado artículo 51 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública, permite exigir su cumplimiento, pues arribar a una postura contraria, sería tanto como desconocer la existencia del mencionado derecho instituido a favor de los miembros de las instituciones de seguridad pública.

En otras palabras, no es la normatividad que al efecto emitan las instituciones de seguridad pública la que condiciona que se garanticen para su personal, al menos las prestaciones previstas para los trabajadores al servicio del Estado y municipios, sino el propio texto de la legislación de seguridad pública estatal en consulta es lo que permite que esas prestaciones mínimas sean garantizadas.

Sirve de apoyo a lo anterior, la Tesis de Jurisprudencia en materia Constitucional, del Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Décimo Sexto Circuito, Registro 2012129, Décima Época, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Tesis XVI.1o.A.J/31 (10a.), del 15 de julio de 2016, que a la letra dice:

“MIEMBROS DE LAS INSTITUCIONES POLICIALES. EL DERECHO A LA INDEMNIZACIÓN CON MOTIVO DE CUALQUIER FORMA DE TERMINACIÓN INJUSTIFICADA DE SU RELACIÓN ADMINISTRATIVA CON EL ESTADO, COMPRENDE EL PAGO DE TRES MESES DE SUELDO Y VEINTE DÍAS POR AÑO LABORADO (APLICACIÓN ANALÓGICA DE LA FRACCIÓN XXII DEL APARTADO A DEL ARTÍCULO 123 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL). El artículo 123, apartado B, fracción XIII, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a partir de su reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 18 de junio de 2008, prevé el derecho al pago de una indemnización en caso de que la autoridad jurisdiccional resuelva que fue injustificada la separación o cualquier vía de terminación del servicio de los miembros de las instituciones policiales de la Federación, el Distrito Federal, los Estados y Municipios, a fin de no dejar en estado de indefensión al agraviado, ante la prohibición absoluta de reincorporarlo al servicio, pero no establece la forma en que se integrará su monto. Ante esta circunstancia, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver el amparo directo en revisión 2401/2015, del que derivó la tesis 2a. II/2016 (10a.), abandonó el criterio que sostenía anteriormente, para establecer que ese derecho constitucional en favor del servidor público debe hacerse efectivo mediante la aplicación de las normas constitucionales y legales que, por analogía, resultan aplicables al caso, lo que en sentido estricto no es una aplicación supletoria de ordenamientos de carácter laboral, pues se desconocería el régimen excepcional y la naturaleza administrativa de la relación que rige el servicio de los miembros de las instituciones policiales y el Estado, en atención a lo cual ese pago debe efectuarse en términos de lo que disponga la ley especial y, en caso de que ésta no prevea los parámetros suficientes para que se pueda fijar correctamente el monto de ese concepto, se aplicará lo señalado en la Constitución Federal, dado que en su artículo 123 se contienen las garantías mínimas que deberán respetarse en las relaciones de trabajo o servicio, tanto en el sector privado como en el público. Por lo cual, concluyó que debe acudirse al apartado A, fracción XXII, de ese numeral, el cual prevé la indemnización para los casos en que el trabajador fuese separado de su empleo sin mediar causa justificada y el patrón no esté obligado a la reinstalación, cuyo pago debe hacerse en un parámetro que comprende, por disposición legal, tres meses de salario y veinte días por cada año laborado, puesto que es el mínimo suficiente para indemnizar al trabajador de los daños y perjuicios que se le provocaron con el despido ilegal. Por tanto, para fijar el monto de la indemnización cuando un servidor público, en términos de la fracción XIII del apartado B del precepto indicado sea separado de la función pública que desempeñaba y, seguido el proceso legal, la autoridad jurisdiccional resuelva que no existió causa justificada para el cese, remoción o cualquier forma de terminación de la relación administrativa, sin posibilidad de optar por la reinstalación debe aplicarse, por analogía, la fracción XXII del apartado A citada, en el sentido de que la indemnización que debe cubrir el Estado incluye el pago de tres meses de sueldo, más veinte días por año efectivo de servicios, salvo que exista una norma específica en el ordenamiento federal o local, según corresponda, que estatuya una indemnización mayor ...”

En las relatadas condiciones, en el caso concreto, a efecto de determinar el monto que corresponde a los servidores públicos sujetos al régimen constitucional de excepción contenido en el artículo 123, apartado B, fracción XIII, segundo párrafo, de la Carta Magna, resulta aplicable como mínimo, el monto establecido deriva por la remisión que hace el artículo 54 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública, así como de los parámetros a los que el propio Constituyente refirió al permitir fuese la normatividad secundaria la que los delimitara. En consecuencia, dicha indemnización de tres meses de salario, también engloba el pago de veinte días por cada año de servicio.

Por último, se aclara que con el criterio adoptado, no se contraviene la jurisprudencia 2ª/J. 119/2011, de rubro: “SEGURIDAD PUBLICA. PARA DETERMINAR LOS CONCEPTOS QUE DEBEN INTEGRAR LA INDEMNIZACIÓN ESTABLECIDA EN EL ARTICULO 123, APARTADO B, FRACCIÓN XIII, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, NO ES APLICABLE, NI AUN SUPLETORIAMENTE, LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO.”; toda vez que de su texto se colige que para determinar los conceptos que deben integrar la indemnización prevista en el citado precepto constitucional ha de estarse a lo dispuesto en la propia Constitución y, en su caso, en las leyes administrativas correspondientes; de ahí que, si como ha quedado de manifiesto, la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado es la que permite la aplicación de la Ley Burocrática local, es válido acudir a esta última para integrar la indemnización de que se trata.

En consecuencia, se ordena la restitución del actor en los derechos que le fueron indebidamente privados con el acto impugnado, consistente en: el pago de una indemnización de tres meses de salario y veinte días por cada año de servicio, y demás prestaciones a que tenga derecho, entendidas éstas como el sueldo base, así como los beneficios, recompensas, estipendios, asignaciones, gratificaciones, premios, retribuciones, subvenciones, haberes, dietas, compensaciones, o cualquier otro concepto que percibía el servidor público por la prestación de su servicio, hasta por un periodo máximo de seis meses, en cumplimiento de esta sentencia, lo que deberá hacerse conforme a la Constitución, legislación y reglamentos estatales y municipales, y criterios Jurisprudenciales que prevén expresamente el monto por indemnización para estos casos.

Por lo que, con fundamento en el artículo 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, concatenados con el precepto 123 apartado B fracción XIII de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y numerales 51 y 54 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado; la autoridad demandada deberá pagar a la actora lo siguiente:

a) La indemnización a que se refiere el artículo 123 apartado B fracción XIII, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, misma que debe ser un importe igual a tres meses de los últimos haberes percibidos, debidamente integrados; y además, veinte días por cada año de servicio. 
b) Las prestaciones a que tiene derecho, entendidas éstas como el sueldo base, así como los beneficios, recompensas, estipendios, asignaciones, gratificaciones, premios, retribuciones, subvenciones, haberes, dietas, compensaciones, o cualquier otro concepto que percibía el servidor público por la prestación de su servicio, hasta por un periodo máximo de seis meses desde que fue dado de baja es decir desde el **********
d) Se ordena también a las autoridades demandadas con la finalidad de resarcir  integralmente al actor en los derechos que le fueron indebidamente privados con el acto impugnado que se declaró ilegal, lo siguiente:  Hacer la anotación en el expediente personal del actor, así como en el Registro Nacional de Seguridad Pública, de que fue separado, destituido o cesado de manera injustificada, pero que derivado de la restricción constitucional establecida en la fracción XIII, apartado B, del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, no fue posible reinstalarla en su cargo.

Ello,  ante el cese injustificado de la actora que se decretó por esta Sala, debiendo ser  reparado integralmente el derecho violado, lo que se logra, además del pago de la indemnización correspondiente y de las prestaciones a que tiene derecho, con la anotación en su expediente, resguardado en el Registro Nacional y Estatal de Personal de Seguridad Pública, de que fue separada, destituida o cesada de manera injustificada, pero que no fue posible reinstalarla en su cargo, derivado de la restricción constitucional establecida en la fracción XIII, apartado B, del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.


Sirve de apoyo a lo anterior la Tesis de Jurisprudencia Época: Décima Época, Registro: 2012722,  Instancia: Segunda Sala,  Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 35, Octubre de 2016, Tomo I, Materia(s): Común, Administrativa, Tesis: 2a./J. 117/2016 (10a.), Página: 897, que dice: 

“MIEMBROS DE LAS INSTITUCIONES POLICIALES. EFECTOS DE LA CONCESIÓN DEL AMPARO DIRECTO CONTRA LA SENTENCIA DICTADA EN SEDE JURISDICCIONAL CUANDO SE ADVIERTAN VIOLACIONES PROCESALES, FORMALES O DE FONDO EN LA RESOLUCIÓN DEFINITIVA DICTADA EN SEDE ADMINISTRATIVA QUE DECIDE SEPARARLOS, DESTITUIRLOS O CESARLOS.- Conforme a lo establecido por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia 2a./J. 103/2012 (10a.) (*), de rubro: "SEGURIDAD PÚBLICA. LA SENTENCIA EN LA QUE SE CONCEDE EL AMPARO CONTRA LA SEPARACIÓN, REMOCIÓN, BAJA, CESE O CUALQUIER OTRA FORMA DE TERMINACIÓN DEL SERVICIO DE MIEMBROS DE LAS INSTITUCIONES POLICIALES, POR VIOLACIÓN AL DERECHO DE AUDIENCIA, DEBE CONSTREÑIR A LA AUTORIDAD RESPONSABLE A PAGAR LA INDEMNIZACIÓN CORRESPONDIENTE Y LAS DEMÁS PRESTACIONES A QUE EL QUEJOSO TENGA DERECHO.", cuando el quejoso impugne en amparo directo la ilegalidad de la resolución definitiva, mediante la cual haya sido separado del cargo que desempeñaba como servidor público de una institución policial, por violaciones procesales, formales o de fondo en el procedimiento administrativo de separación; tomando en cuenta la imposibilidad de regresar las cosas al estado en el que se encontraban previo a la violación, por existir una restricción constitucional expresa, no debe ordenarse la reposición del procedimiento, sino que el efecto de la concesión del amparo debe ser de constreñir a la autoridad responsable a resarcir integralmente el derecho del que se vio privado el quejoso. En estos casos, la reparación integral consiste en ordenar a la autoridad administrativa: a) el pago de la indemnización correspondiente y demás prestaciones a que tenga derecho, y b) la anotación en el expediente personal del servidor público, así como en el Registro Nacional de Seguridad Pública, de que éste fue separado o destituido de manera injustificada.” 

 [Énfasis añadido]
En consecuencia, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 255 y 256 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, dígase a las autoridades demandadas que una vez que cause ejecutoria la presente sentencia, esta Tercera Sala Unitaria las prevendrá por el cumplimiento de lo ordenado en los considerandos Sexto y Séptimo de la misma, o en su caso, las requerirá por su ejecución, apercibidas que de no hacerlo, se continuará con la ejecución de la sentencia y se aplicarán multa, destitución y demás medidas procedentes.
En el entendido de que al informar a esta Sala Unitaria sobre su cumplimiento, deberán acompañar para acreditarlo las copias certificadas de los documentos correspondientes, inclusive las constancias de notificación al actor de lo proveído para su cumplimiento, así como los informes detallados de los cálculos y operaciones que se tomen en cuenta para determinar los montos susceptibles del pago de indemnización y haberes. 

Por lo expuesto, fundado en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 7º, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36, 37, y Transitorio Quinto de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 250, 251, 252 y el Transitorio Segundo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; es de resolverse y se,

R E S U E L V E:

PRIMERO. - Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, resultó competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO. - Se decreta la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto reclamado y, por consecuencia, la NULIDAD  del mismo, de acuerdo con los razonamientos y para los efectos precisados en los considerandos Sexto y Séptimo de la presente sentencia. 

TERCERO.- Con copia autorizada de esta resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a las autoridades demandadas.

Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Licenciado Jorge Alejandro Vera Noyola, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.- RUBRICAS.-
	Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí,  concatenados con los artículos 3, fracción VIII, IX, 5 y 6 de la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de San Luis Potosí.



	


